
BOE núm. 178. Suplemento Jueves 26 julio 2001 25

tanciales en los que sustenta la condena a través de
las declaraciones de los policías presentes en el registro,
como son la aprehensión de la droga, su existencia mis-
ma, su posesión por el acusado, y el hallazgo de la balan-
za que se utiliza como hecho indiciario del que deducir
la preordenación al tráfico de la droga junto con la can-
tidad de droga y su grado de pureza. De manera que,
si bien estas declaraciones no son pruebas obtenidas
directamente con vulneración de derechos fundamen-
tales al haber sido prestadas con todas las garantías
en el juicio oral, derivan del registro y se conectarían
de forma antijurídica con la lesión del derecho a la invio-
labilidad del domicilio en caso se apreciarse ésta, pues
constituirían su materialización directa y aportarían el
conocimiento directamente adquirido al practicar el
registro.

7. El recurrente alega como fundamento de la lesión
del derecho a la presunción de inocencia que el registro
vulneró su derecho a la inviolabilidad del domicilio debido
a la carencia absoluta de motivación y de ponderación
de la proporcionalidad de la medida del Auto que lo
autorizó. La tesis del recurrente constituyó el fundamento
de la Sentencia absolutoria de la Audiencia Provincial
de 19 de septiembre de 1996, de modo que, estando
de acuerdo con dicha valoración el Ministerio Fiscal y
aquietándose la acusación pública respecto de la misma
al interponer el recurso de casación contra la Sentencia
absolutoria, dicha declaración ha de ser el punto de par-
tida del examen de la lesión del derecho a la presunción
de inocencia que el recurrente solicita de este Tribunal.
Si, como ya hemos afirmado, el Ministerio Fiscal inició
la fundamentación jurídica de su recurso de casación
sosteniendo que «respecto a la nulidad del registro prac-
ticado nada [había] que objetar, pues el contenido del
Fundamento jurídico segundo [era] ajustado a derecho»,
la retroacción de actuaciones acordada por el Tribunal
Supremo no habilitaba una valoración distinta de la cons-
titucionalidad del registro. Por tanto, el pronunciamiento
de la Audiencia Provincial estimando vulnerado el dere-
cho a la inviolabilidad del domicilio no puede quedar
enervado en este recurso de amparo, toda vez que el
mismo no fue recurrido por el Ministerio Fiscal.

A partir de estas consideraciones, conviene reiterar
que la condena del recurrente se sustentó en la valo-
ración de las declaraciones policiales y que dichas decla-
raciones son pruebas conectadas de forma antijurídica
con un registro realizado, conforme entendió la Audien-
cia Provincial, con vulneración del derecho a la invio-
labilidad del domicilio (SSTC 94/1999, de 31 de mayo,
FJ 8; en sentido similar STC 139/1999, de 22 de julio,
FJ 4; 161/1999, de 27 de septiembre, FJ 2; 8/2000,
FJ 3); sin embargo, tales conclusiones no conducen a
la automática estimación de la pretensión de lesión del
derecho a la presunción de inocencia. En efecto, de un
lado, la valoración de pruebas obtenidas con vulneración
de derechos fundamentales sustantivos o de otras prue-
bas ilícitas que sean consecuencia de dicha vulneración
constituye primeramente una lesión del derecho al pro-
ceso con todas las garantías (SSTC 114/1984, de 29
de noviembre, FFJJ 2 y 3; 81/1998, de 2 de abril, FJ
2; 49/1999, de 5 de abril, FJ 12) y, de otro, sólo implica
lesión del derecho a la presunción de inocencia en la
medida en que la condena se haya sustentado exclu-
sivamente en dichas pruebas ilícitas. De modo que, como
declaramos en la STC 49/1999, FJ 15, determinar si,
excluidas dichas pruebas, restan otras constitucional-
mente legítimas capaces de sustentar la declaración de
culpabilidad y la condena del recurrente constituye una
función que corresponde cumplir al Tribunal juzgador.
En consecuencia, se han de retrotraer las actuaciones
al momento anterior a la formación de la pretensión
acusatoria y de la proposición de prueba, para que si,

una vez excluidas las declaraciones policiales, con las
restantes pruebas se mantuviera la acusación, pueda
el órgano judicial competente proceder a determinar su
ilicitud o licitud y, en su caso, a valorarlas en el sentido
que estime oportuno.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Fidel Castillo
Canal, y en su virtud:

1.o Reconocer el derecho del recurrente a un pro-
ceso con todas las garantías (art. 24.2 CE).

2.o Declarar la nulidad del Auto de la Sala Segunda
del Tribunal Supremo, de 11 de marzo de 1998 y de
la Sentencia de la Sección Tercera de la Audiencia Pro-
vincial de Girona, de 23 de mayo de 1997.

3.o Retrotraer las actuaciones a fin de que la Audien-
cia Provincial de Girona dicte nueva Sentencia de acuer-
do con lo previsto en el fundamento jurídico séptimo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial Del
Estado».

Dada en Madrid, a veintisiete de junio de dos mil
uno.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón
Villar.—Fernando Garrido Falla.—María Emilia Casas Baa-
monde.—Firmado y rubricado.

14535 Sala Primera. Sentencia 150/2001, de 2 de
julio de 2001. Recurso de amparo 3702/96
y 3789/96 (acumulados). Promovidos por
don Miguel Ignacio Gorospe Bernaola y otros
frente a la Sentencia de la Sala Primera de
lo Civil del Tribunal Supremo que, en grado
de casación, desestimó sus demandas de ter-
cería de dominio sobre viviendas en Ollauri.
Supuesta vulneración del derecho a la igual-
dad en la aplicación de la ley y vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva (Sen-
tencia fundada en Derecho): Sentencia de
casación civil distinta a la dictada el día ante-
rior al resolver un recurso idéntico en un mis-
mo asunto litigioso, no justificada.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En los recursos de amparo acumulados núms.
3702/96 y 3789/96, interpuestos contra la Sentencia
de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo de 18 de
septiembre de 1996. El recurso núm. 3702/96 fue for-
mulado por don Miguel Ignacio Gorospe Bernaola, doña
María Florinda-Mercedes Mijancos Fontecha, don
Domingo Galarreta López, doña Carmen Lázaro Huido-
bro, don Eduardo Sánchez Casasola, doña María Pilar
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García Rico, don Eugenio Galarreta Cornejo, doña Car-
men Apellaniz Carro, don Manuel Bascon Real, doña
Valvanera Castro Galarreta, don Marcelo Santos Zaba-
leta, doña María Begoña Beitia Benavides, don José Luis
Ventosa Somovilla, doña María Álvarez Hernández, don
José Manuel Hermosa Guillamón, doña María Begoña
Santamaría Rodríguez, don Pedro Olarte Lumbreras y
doña Carmen Avalesca Arguichana, todos ellos repre-
sentados por el Procurador de los Tribunales don Luis
Pulgar Arroyo y asistidos por el Letrado don Alfonso
López Villaluenga. Se dirigía este recurso contra la refe-
rida Sentencia del Tribunal Supremo (rollo núm.
2989/92), que casaba y anulaba una anterior Sentencia
de la Audiencia Provincial de Logroño, de 7 de julio
de 1992 (rollo núm. 517/91) que a su vez había esti-
mado el recurso de apelación interpuesto contra la Sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia de Haro, de
23 de mayo de 1991 (autos núm. 269/89), sobre ter-
cería de dominio. El recurso núm. 3789/96 fue inter-
puesto por don Jesús Larrea García, doña Josefina Sanz
Herrero, don Juan Ortuondo Muguruza, doña Carmen
Araluce Arguinchona, don Miguel Ángel Aragón Velasco,
doña María Blanca Blanco Piñuelo, don Arturo León Rojo,
doña Consolación Cortes Benito, don Carlos Izco Gastón,
doña María del Carmen Irazola Galarreta, representados
por la Procuradora doña Rosa María Rodríguez Molinero,
con la asistencia del Letrado don José María García,
contra la misma Sentencia del Tribunal Supremo de 18
de septiembre de 1996. Han intervenido, además del
Ministerio Fiscal, la compañía Forjados Riojanos, S.A.,
representada por el Procurador don Manuel Infante Sán-
chez y dirigida por el Letrado don Jesús Gil-Gibernau
del Río. Ha sido Ponente el Presidente don Pedro Cruz
Villalón, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. El 14 de octubre de 1996 fue registrado en este
Tribunal el recurso de amparo núm. 3702/96 interpues-
to por el Procurador don Luis Pulgar Arroyo, en nombre
y representación de don Miguel Ignacio Gorospe Ber-
naola y otros contra la Sentencia del Tribunal Supremo,
Sala de lo Civil, de 18 de septiembre de 1996 (rollo
núm. 2989/92), ya reseñada en el encabezamiento. Con
fecha 22 de octubre de 1996 se registró en este Tribunal
el recurso de amparo núm. 3789/96, interpuesto por
don Jesús Larrea García y otros, representados todos
ellos por la Procuradora doña Rosa María Rodríguez Moli-
nero, contra la misma Sentencia de la Sala de lo Civil
del Tribunal Supremo.

2. Los hechos en que se basan las dos demandas
de amparo son, sucintamente relatados, los siguientes:

a) Por don Fernando Viguera Llarena y doña Rosa
Iriarte Gómez se promovió la construcción de viviendas
unifamiliares en la localidad de Ollauri. De esta promo-
ción inmobiliaria resultan diversos contratos de compra-
venta, firmados entre 1985 y 1986. Los hoy recurrentes
en amparo se cuentan entre los firmantes de aquellos
contratos, algunos de los cuales —no todos— fueron visa-
dos por la Consejería de Urbanismo y Obras Públicas
de La Rioja.

b) Con anterioridad al otorgamiento de escritura
pública e inscripción de las viviendas en el Registro de
la Propiedad, la compañía «Forjados Riojanos, S.A.», pro-
movió ante el Juzgado de Primera Instancia de Haro
juicio declarativo de menor cuantía (autos núm.
258/87) contra los promotores de las viviendas, don
Fernando Viguera Llarena y doña Rosa Iriarte Gómez.
En este proceso se acordó, en fecha 11 de diciembre
de 1988, trabar embargo sobre distintas fincas de la
localidad de Ollauri de las que eran propietarios los pro-
motores de viviendas y a cuya enajenación se habían
obligado en los contratos privados reseñados anterior-
mente.

c) De la traba judicial derivaron dos tercerías de
dominio que agrupan a los distintos adquirentes per-
judicados que se tramitaron ante el Juzgado de Primera
Instancia de Haro. La primera tercería de dominio fue
promovida por los hoy demandantes de amparo (en los
recursos núms. 3702/96 y 3789/96), dando lugar a
juicio declarativo de mayor cuantía (autos núm. 269/89);
la segunda tercería de dominio fue promovida por otros
afectados (don Gerardo Teruelo de Luis, doña Eloísa de
Luis Vizcaíno, don Valentín de la Fuente Marcos, doña
Margarita Gauli Ayala, don Roberto Mardaras Zuazo y
doña Begoña Basterreche Regalado). Las pretensiones
de los distintos demandantes fueron desestimadas por
dos Sentencias de 23 de mayo de 1991, en las que
el Juzgado, en fallos idénticos, acordó no haber lugar
a acceder a las tercerías de dominio y declaró la plena
vigencia de la anotación preventiva de embargo a favor
de la entidad «Forjados Riojanos, S.A.».

d) Formulados por los demandantes sendos recur-
sos de apelación ante la Audiencia Provincial de La Rioja
(rollos núms. 517/91 y 624/91), la Audiencia Provincial
dictó dos Sentencias, de 7 de julio de 1992 y 31 de
julio de 1992, en las que estimó los dos recursos de
apelación ya reseñados, revocó las Sentencias de pri-
mera instancia y declaró el dominio y propiedad de los
recurrentes sobre las parcelas y las viviendas unifami-
liares objeto del litigio, ordenando el levantamiento de
los embargos trabados en el juicio declarativo de menor
cuantía (autos núm. 258/87).

e) Frente a las dos Sentencias de la Audiencia Pro-
vincial la compañía «Forjados Riojanos, S.A.», interpuso
sendos recursos de casación (núms. 2989/92 y
3336/92), de contenido idéntico (los escritos de for-
malización son iguales), y fundados en el siguiente y
único motivo: «Por infracción de las normas del orde-
namiento jurídico o la jurisprudencia que fueren apli-
cables para resolver las cuestiones objeto de debate,
al amparo de lo dispuesto en el art. 1692.4 LEC, por
interpretación de la Audiencia Provincial, no ajustada
a derecho, dicho sea con los debidos respetos, de los
artículos 1227, 609 y 1462 C.c., ya que entendemos
que por una parte no se ha acreditado de modo alguno
la fehaciencia de la fecha de los contratos privados sus-
critos por los terceristas, tal como exige el primero de
los artículos mencionados, tampoco se acreditó la tra-
dición exigida por el art. 609 y 1462 del Código civil,
para entender consumado el contrato de compraventa».

f) La Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, en Sen-
tencia de 17 de septiembre de 1996 (recurso núm.
3336/92), confirmó la previa Sentencia de la Audiencia
Provincial de 31 de julio de 1992. La misma Sala de
lo Civil del Tribunal Supremo, en Sentencia de 18 de
septiembre de 1996 (recurso núm. 2989/92), por el
contrario, casó y anuló la anterior Sentencia de la Audien-
cia Provincial de 7 de julio de 1992, confirmando la
desestimatoria de primera instancia. El argumento cen-
tral para dicha casación es, en síntesis, que, si bien en
el asunto enjuiciado hubo contratos privados de com-
pra-venta (entre los hoy recurrentes y los promotores
inmobiliarios), no hubo traditio de las cosas enajenadas
(las viviendas), por lo que a la fecha del embargo no
se había transmitido la propiedad a los hoy demandantes
de amparo.

3. En el recurso de amparo núm. 3702/96 invocan
los recurrentes los arts. 14 y 24.1 CE. La infracción del
derecho a la igualdad en la aplicación judicial de la Ley
(art. 14 CE) se funda en el cambio de criterio de la Sala
de lo Civil del Tribunal Supremo, sin motivación alguna
que lo justificase, respecto de una Sentencia dictada
en la víspera (el 17 de septiembre de 1996). Exponen
los recurrentes un análisis comparativo de las dos Sen-
tencias del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, dictadas
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los días 17 y 18 de septiembre de 1996. Y concluyen
que, ante circunstancias de hecho iguales, la Sala de
lo Civil ha interpretado y aplicado de forma diferenciada
y no justificada el art. 609 CC: en la Sentencia de 17
de septiembre de 1996 se habría considerado que había
tradición de la cosa vendida y por tanto, adquisición
del dominio; en la Sentencia de 18 de septiembre de
1996 se habría considerado (para situaciones de hecho
idénticas) que no se había dado la traditio, por lo que
no se habría transmitido la propiedad de los inmuebles.
Esta diferencia de trato constituiría, conforme a la doc-
trina del Tribunal Constitucional (se cita, entre otras, la
STC 91/1990) una vulneración del art. 14 CE. La infrac-
ción del derecho a la tutela judicial efectiva sin inde-
fensión (art. 24.1 CE) se evidenciaría, a juicio de los
demandantes, en un tratamiento judicial arbitrariamente
desigual.

4. Por providencia de la Sección Primera, de 2 de
diciembre de 1996, se acordó tener por personado y
parte al Procurador don Luis Pulgar Arroyo, así como
admitir a trámite el recurso de amparo núm. 3702/96.
En su consecuencia, en aplicación del art. 51 LOTC, se
ordenó dirigir comunicación a la Sala de lo Civil del Tri-
bunal Supremo y a la Audiencia Provincial de Logroño
a fin de que, en plazo que no excediera de diez días,
procedieran a remitir certificación o fotocopia adverada
de, respectivamente, las actuaciones correspondientes
al recurso de casación núm. 2989/92 y rollo de ape-
lación núm. 517/91. Asimismo se acordó dirigir comu-
nicación al Juzgado de Primera Instancia de Haro a fin
de que, en el mismo plazo, remitiera certificación o foto-
copia adverada de las actuaciones correspondientes al
juicio ejecutivo núm. 258/87 y al juicio de mayor cuantía
núm. 269/89, previo emplazamiento a los que hubieran
sido parte en el procedimiento, para que en el plazo
de diez días pudieran comparecer y defender sus dere-
chos en el proceso de amparo.

5. Por providencia de 20 de enero de 1997, la Sec-
ción acordó tener por personado y parte al Procurador
don Manuel Infante Sánchez, en representación de «For-
jados Riojanos, S.A.», quien había solicitado la perso-
nación en escrito registrado en este Tribunal el 7 de
enero de 1997. En la misma providencia se tuvieron
por recibidos los testimonios judiciales requeridos y, de
acuerdo con lo dispuesto en el art. 52.1 LOTC, se acordó
también dar vista de todas las actuaciones por un plazo
común de veinte días al Ministerio Fiscal, y a las partes
personadas, para que en dicho término pudieran for-
mular las alegaciones que estimaren pertinentes.

6. Por la representación procesal de «Forjados Rio-
janos, S.A.» se presentó escrito de alegaciones el día
12 de febrero de 1997. Solicitaba esta parte la deses-
timación del recurso de amparo. Precisa la parte ale-
gante, en primer lugar, que la traba judicial se practicó
sobre diecisiete viviendas, y no sobre dieciocho. Se alega,
además, que el presente caso queda fuera de la com-
petencia del Tribunal Constitucional, so pena de hacer
de éste una cuarta instancia judicial. Se reconoce por
la parte alegante que existe divergencia entre las Sen-
tencias de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo dic-
tadas los días 17 y 18 de septiembre de 1996, pero
se añade que es la segunda la que se adecúa tanto
a lo prescrito por los arts. 609 y 1095 CC como a la
jurisprudencia anterior del propio Tribunal (se citan las
SSTS de: 25 de abril de 1949; 24 de mayo de 1980;
8 de febrero de 1988; 6 de junio de 1994). Dada la
conformidad a Derecho de la segunda Sentencia (de
18 de septiembre) y que ésta sienta un criterio general
(no ad casum) no concurriría en el presente caso el trato
desigual a que se hace referencia en la STC 10/1987.
La divergencia entre las dos Sentencias sería, según esta

parte, respecto de los hechos y se explicaría así: la Sen-
tencia de 17 de septiembre de 1996 (recurso núm.
3336/92) habría aceptado, sin más, la afirmación de
la Sentencia de la Audiencia Provincial de que tuvo lugar
la entrega de la cosa (y por tanto traditio en sentido
jurídico). En cambio, la Sentencia de 18 de septiembre
de 1996 (recurso núm. 2989/92) habría considerado
que los hechos que reflejan las actuaciones no cons-
tituyen traditio, por lo que tampoco podría haber trans-
misión de la propiedad con anterioridad a la traba del
embargo. Esta alegación central se desarrolla y porme-
noriza a través de una exposición detallada de los dis-
tintos grados procesales de los dos litigios. Concluye
el escrito de alegaciones solicitando la desestimación
del amparo o, subsidiariamente, la declaración de nulidad
de la Sentencia de 17 de septiembre de 1998 (esto
es, no la recurrida en amparo, sino la de la víspera).

7. El escrito de alegaciones del Ministerio Fiscal (en
el recurso núm. 3702/96) fue registrado en este Tribunal
el 20 de febrero de 1997. En él se interesaba la esti-
mación del recurso de amparo. A juicio del Ministerio
Fiscal los asuntos enjuiciados en las Sentencias de 17
y 18 de septiembre de 1996 eran sustancialmente idén-
ticos, por lo que quedaría en evidencia una divergencia
sustancial y no justificada de la Sala de lo Civil del Tri-
bunal Supremo en la interpretación del requisito de la
traditio en el art. 609 CC. Además, afirma el Ministerio
Fiscal que las dos Sentencias proceden, propiamente,
de un mismo órgano judicial. Pues dado que en la Sala
de lo Civil del Tribunal Supremo no existen Secciones
orgánicas, y dado que es función de la Sala en su con-
junto la unificación de la jurisprudencia, el simple hecho
de que la Sala se integrara en cada caso por distintos
Magistrados no supondría una distinción orgánica rele-
vante para el enjuiciamiento ex art. 14 CE. Concluye
el Ministerio Fiscal afirmando que el trato desigual depa-
rado por la Sala de lo Civil no satisface el derecho fun-
damental del art. 24.1 CE.

8. En el recurso de amparo núm. 3789/96 invocan
los demandantes los arts. 14 y 24.1 CE. La infracción
del derecho a la igualdad en la aplicación judicial de
la Ley (art. 14 CE) consistiría en el cambio de criterio
de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, sin motivación
alguna que lo justificase, respecto de una Sentencia dic-
tada en la víspera (el 17 de septiembre de 1996). En
apoyo de su denuncia citan los recurrentes la STC
63/1989. La infracción del derecho a la tutela judicial
efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE) se evidenciaría
en un tratamiento jurídico arbitrariamente desigual; citan
aquí los recurrentes las SSTC 90/1991 y 100/1993.

9. Por providencia de la Sección Segunda, de 29
de enero de 1997, se acordó la inadmisión a trámite
del recurso de amparo. Se apreciaba en aquella pro-
videncia que no había identidad en los asuntos resueltos
por la Sentencia recurrida (de 18 de septiembre de
1996) y la Sentencia de la misma Sala del Tribunal Supre-
mo dictada la víspera. La distinción de supuestos se con-
cretaba en que en el asunto aportado como término
de comparación los contratos privados habían accedido
a un registro público (administrativo) antes de la traba
judicial de las fincas, lo que desencadenaba el perjuicio
sobre terceros previsto en el art. 1227 CC. La providencia
de inadmisión fue recurrida en súplica por el Ministerio
Fiscal, según escrito registrado el 13 de febrero de 1997,
conforme a dos argumentos: que la distinción fáctica
apreciada en la providencia de inadmisión era inexis-
tente; y que un recurso de amparo (núm. 3702/96) sus-
tancialmente igual y contra la misma Sentencia del Tri-
bunal Supremo había sido ya admitido a trámite.

10. Por Auto de la Sección Cuarta, de 20 de marzo
de 1997, se acordó dejar sin efecto la anterior provi-
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dencia de inadmisión, de 29 de enero de 1997, y admitir
a trámite el recurso de amparo núm. 3789/96. En su
consecuencia, en aplicación del art. 51 LOTC, se ordenó
dirigir comunicación a la Sala de lo Civil del Tribunal
Supremo y a la Audiencia Provincial de La Rioja a fin
de que, en plazo que no excediera de diez días, pro-
cedieran a remitir certificación o fotocopia adverada de,
respectivamente, las actuaciones correspondientes al
recurso de casación núm. 2989/92 y rollo de apelación
núm. 517/91. Asimismo se acordó dirigir comunicación
al Juzgado de Primera Instancia de Haro a fin de que,
en el mismo plazo, remitiera certificación o fotocopia
adverada de las actuaciones correspondientes al juicio
ejecutivo núm. 258/87 y al juicio de mayor cuantía núm.
269/89, previo emplazamiento a los que hubieran sido
parte en el procedimiento, para que en el plazo de diez
días pudieran comparecer y defender sus derechos en
el proceso de amparo.

11. Por Auto de la Sala Segunda, de 5 de mayo
de 1997, dictado en el recurso núm. 3789/96, se acordó
la suspensión de la ejecución de la Sentencia impugnada,
previa prestación de fianza a cargo de los recurrentes.

12. Por providencia de 21 de julio de 1997 la Sec-
ción acordó tener por personado y parte en el recurso
núm. 3789/96 al Procurador don Manuel Infante Sán-
chez, en representación de «Forjados Riojanos, S.A.»,
y al Procurador don Luis Pulgar Arroyo, en representación
de don Ignacio Gorospe Bernaola y otros. El primero
había solicitado la personación en escrito registrado en
este Tribunal el 8 de julio de 1997; el segundo formuló
idéntica solicitud en escrito registrado el 7 de julio de
1997. En la misma providencia, y de acuerdo con lo
dispuesto en el art. 52.1 LOTC, se acordó también dar
vista de todas las actuaciones por un plazo común de
veinte días al Ministerio Fiscal, y a las partes personadas,
para que en dicho término pudieran formular las ale-
gaciones que estimaren pertinentes.

13. El Procurador don Luis Pulgar Arroyo, en nom-
bre y representación de don Miguel Ignacio Gorospe
Bernaola y otros, formuló alegaciones en escrito regis-
trado en este Tribunal el 2 de septiembre de 1997. Se
sostiene en ese escrito que el asunto que resuelve la
Sentencia de 18 de septiembre de 1986, hoy recurrida,
y el asunto resuelto por la anterior Sentencia de 17 de
septiembre de 1986 provienen de una única situación
fáctica: la enajenación de 18 fincas por unos mismos
promotores a distintas personas, todas ellas afectadas
originariamente por la traba judicial de bienes acordada
en el juicio ejecutivo de núm. 258/87. De ese mismo
juicio ejecutivo habrían derivado dos tercerías de domi-
nio, ambas desestimadas por el Juzgado de Primera Ins-
tancia de Haro, después estimadas ambas por la Audien-
cia Provincial de La Rioja, y después con un resultado
divergente en la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo.
La divergencia no motivada en el juicio casacional, ante
asuntos jurídicamente idénticos, supondría una infrac-
ción del derecho a la igualdad en la aplicación de la
ley (art. 14. CE).

14. En 15 de septiembre de 1997 fueron registra-
das en este Tribunal la alegaciones presentadas por el
Procurador don Manuel Infante Sánchez, en nombre y
representación de «Forjados Riojanos, S.A.». Estas ale-
gaciones coinciden, sustancialmente, con las formuladas
en el proceso de amparo núm. 3702/96 y de las que
se ha hecho ya descripción en el antecedente 6 de esta
Sentencia.

15. Las alegaciones de la Procuradora doña Rosa
María Rodríguez Molinero, en nombre y representación
de don Jesús Larrea García y otros, tuvieron entrada

en este Tribunal el día 16 de septiembre de 1997. Se
reiteran en este escrito, en sustancia, los argumentos
y pedimentos ya expresados en el originario escrito de
interposición del recurso de amparo.

16. El Ministerio Fiscal interesó el otorgamiento del
amparo mediante escrito que tuvo su entrada en este
Tribunal el 22 de septiembre de 1997. Alega el Minis-
terio Fiscal que se da identidad fáctica entre los dos
litigios comparados y que, además, la segunda Sentencia
(de 18 de septiembre de 1996) carece de vocación de
futuro y no expresa justificación alguna del cambio de
criterio seguido por la Sala.

17. Con fecha de 13 de diciembre de 1999 se dic-
taron dos providencias, una de la Sección Primera y otra
de la Sala Segunda, por las que, conforme al art. 83
LOTC, se acordó conceder plazo común de diez días
a las partes personadas y al Ministerio Fiscal a fin que
alegasen lo pertinente sobre la acumulación del recurso
núm. 3789/96 al recurso núm. 3702/96.

18. El Ministerio Fiscal, por sendos escritos que fue-
ron registrados en este Tribunal el 27 de diciembre de
1999, expresó su no oposición a la acumulación.

19. El escrito de alegaciones presentado por la
representación procesal de «Forjados Riojanos, S.A.», (en
el recurso 3702/96) fue registrado en este Tribunal
el 28 de diciembre de 1999. Se opone esta parte a
la acumulación con dos argumentos: primero, que en
la tercería de dominio originariamente promovida por
el Sr. Gorospe Bernaola y otros se practicó prueba, mien-
tras que en la tercería de dominio que dio lugar al recurso
de amparo 3789/96 no se practicó prueba alguna; y
segundo, que las situaciones personales de los distintos
terceristas eran distintas. El escrito de alegaciones pre-
sentado por la representación procesal de don Jesús
Larrea García y otros (en el recurso núm. 3789/96) fue
registrado en este Tribunal el 29 de diciembre de 1999.
En él se expresa la conformidad de los recurrentes con
la acumulación.

20. La Sala Primera, por Auto de 28 de febrero de
2000, acordó acumular el recurso de amparo núm.
3789/96 al tramitado con el núm. 3702/96.

21. Por providencia de 28 de abril de 2000 se seña-
ló para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 5 de mayo siguiente, en que se inició el trámite
que finalizó el día de la fecha.

II. Fundamentos jurídicos

1. Como se expone detalladamente en los antece-
dentes, los demandantes de los dos recursos de amparo
aquí acumulados entienden, en los mismos términos,
que la Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supre-
mo de 18 de septiembre de 1996 ha vulnerado sus
derechos fundamentales a la igualdad en la aplicación
de la ley (art. 14 CE) y a la tutela judicial efectiva (art.
24.1 CE): lo primero, como consecuencia de la diferencia
entre la Sentencia recurrida con otra dictada por la mis-
ma Sala el día anterior y referida a un supuesto de hecho
idéntico; lo segundo, al producirse de este modo un tra-
tamiento jurídico distinto.

Las dos Sentencias del Tribunal Supremo que se con-
trastan parten, en efecto, de una situación fáctica inicial
común: Las viviendas unifamiliares de una misma pro-
moción inmobiliaria son vendidas a diferentes personas,
que abonan el precio convenido; antes de la entrega
de llaves y elevación de los contratos a escritura pública
se acuerda la traba judicial de las fincas a instancia de
un tercero acreedor de los promotores. A partir de esta
base fáctica común se forman, entre los compradores,
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dos grupos de demandantes terceristas que en sus res-
pectivos procesos recibieron respuestas judiciales coin-
cidentes (desestimación de las demandas en primera
instancia y estimación de los dos recursos de apelación),
hasta el momento en que la Sala de lo Civil del Tribunal
Supremo dicta dos Sentencias dispares.

Así, en la Sentencia de 18 de septiembre de 1996
los hechos considerados probados en primera instancia
e irrebatidos en apelación no son considerados como
traditio de la cosa vendida; en consecuencia, y conforme
a los arts. 609 y 1462 del Código Civil, los compradores
no habían adquirido el dominio de las viviendas unifa-
miliares. En cambio, la anterior Sentencia de la misma
Sala de lo Civil del Tribunal Supremo (fechada el día
17 de septiembre de 1996), había considerado que los
hechos aceptados por la Sentencia de apelación (y que
no diferían de los del caso anterior, al tratarse de una
única promoción inmobiliaria) son calificables jurídica-
mente como entrega de la cosa o traditio; en conse-
cuencia, los compradores demandados en este proceso
casacional vieron confirmada la adquisición de las vivien-
das unifamiliares.

El Ministerio Fiscal ha solicitado el otorgamiento del
amparo por entender que la Sentencia impugnada vul-
nera el derecho a la igualdad, porque resuelve el recurso
de los recurrentes de forma diferente a lo resuelto en
una sentencia anterior en un supuesto sustancialmente
idéntico, y también el derecho a obtener la tutela judicial
efectiva, pues, a su juicio, el contenido de este derecho
cuando se aplica a la actividad judicial del Tribunal Supre-
mo en su función de casación exige que la respuesta
judicial garantice la igualdad en la interpretación de la
norma. La representación procesal de la otra parte per-
sonada, «Forjados Riojanos, S.A.», pide la desestimación
del recurso.

2. Planteada así la cuestión, es necesario delimitar
tanto el objeto como las quejas a las que se contraen
los recursos. En primer término, el objeto del recurso
es única y exclusivamente la Sentencia ahora impug-
nada, dictada el 18 de septiembre de 1996 por la Sala
de lo Civil del Tribunal Supremo en el recurso de casación
núm. 2989/92. Nuestro análisis, en cambio, no puede
extenderse ni al contenido ni a los efectos de la Sentencia
dictada el 17 de septiembre de 1996 (recurso de casa-
ción núm. 3336/92), contra la que no dirige el recurso,
ni desde luego es posible resolver la pretensión de algu-
nos de los recurrentes de que este Tribunal disponga
que la Sala de lo Civil del Tribunal dicte nueva sentencia
conforme a los criterios adoptados en dicha resolución.
Esta Sentencia, por tanto, queda al margen del presente
recurso, sin perjuicio de las referencias que a la misma
se hagan en los fundamentos siguientes en cuanto la
misma ha sido invocada como término de comparación
para justificar la supuesta infracción del principio de
igualdad.

En segundo término, por lo que se refiere a las vul-
neraciones constitucionales, aunque en la demanda se
alega la violación del derecho a la igualdad (art. 14 CE),
en su vertiente de igualdad en la aplicación de la ley,
conviene advertir, desde el principio, que en realidad
no estamos ante uno de los supuestos de trato desigual
inmotivado en la aplicación judicial de la Ley, puesto
que del mismo planteamiento de la cuestión se com-
prueba que no podemos hablar en el presente asunto
de un cambio de criterio injustificado y ad casum por
parte del órgano judicial. En efecto, si bien es cierto
que en las Sentencias de 17 y 18 de septiembre de
1996 (deliberadas y votadas, sin embargo, el mismo
y anterior día 3) se expresan dos calificaciones jurídicas
distintas respecto de hechos sustancialmente coinciden-
tes, el simple y obvio dato cronológico (la Sentencia
de 18 de septiembre sigue en el tiempo a la de la víspera)

no supone necesariamente y sin más la quiebra de su
criterio aplicativo por parte del órgano judicial. Los
recurrentes sólo han traído a este proceso, como término
de comparación, la Sentencia de 17 de septiembre de
1996; de este modo, las demandas de amparo no repo-
san sobre la existencia de un previo criterio aplicativo
consolidado quebrado en un caso concreto, sino sobre
la simple existencia de una Sentencia inmediatamente
anterior (de 17 de septiembre) respecto de la que la
posterior (de 18 de septiembre) sería discrepante.

Al respecto, hemos declarado en la STC 132/1997,
de 15 de julio, FJ 7, que, desde la perspectiva del prin-
cipio de igualdad en la aplicación judicial de la ley, los
precedentes judiciales deben ser entendidos como línea
jurisprudencial que constituye una doctrina ya conso-
lidada y de la que puedan ser predicables las notas de
generalidad y de continuidad. También hemos dicho en
la STC 134/1991, de 17 de junio, FF JJ 3 y 4, que
ante dos Sentencias discrepantes es carga del deman-
dante la acreditación de cuál fuera la aplicación de la
ley hecha hasta entonces, pues a falta de aquella acla-
ración se estaría requiriendo de este Tribunal la opción
por una de las dos Sentencias contradictorias, tarea ésta
ajena a la jurisdicción del Tribunal Constitucional. El pro-
blema que en este caso se nos plantea no es tanto el
de una resolución judicial que se aparta sin explicación
alguna, explícita o implícita, del criterio mantenido por
un mismo órgano judicial en supuestos anteriores sus-
tancialmente iguales, cuanto de que, en un caso idéntico
tanto en lo fáctico como en lo jurídico, y en el que por
avatares procesales que ahora no importan se da lugar
a una pluralidad de demandas que a partir de una deter-
minada instancia dan lugar a soluciones contrapuestas,
sin razón alguna aparente que las avale.

3. Acotado así el ámbito de nuestro análisis, la cues-
tión planteada se reduce a comprobar si la Sentencia
recurrida vulnera el derecho a obtener la tutela judicial
efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE). El examen del
supuesto ahora planteado nos lleva a constatar, en pri-
mer lugar, que la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo,
al resolver separadamente los dos recursos de casación
(de contenido idéntico, según consta en los anteceden-
tes) interpuestos por la entidad «Forjados Riojanos, S.A.»,
ha dado dos respuestas radicalmente distintas entre sí
a los dos grupos ante ella demandados, todos ellos adqui-
rentes de viviendas unifamiliares pertenecientes a una
misma promoción inmobiliaria: Los que fueron deman-
dados en el recurso de casación núm. 3336/92 (de-
sestimado por Sentencia de 17 de septiembre de 1996)
vieron confirmada, como se ha expuesto, la adquisición
del dominio declarada en la previa Sentencia de la
Audiencia Provincial de Logroño; los demandados en
el recurso núm. 2989/92 (estimado por Sentencia de
18 de septiembre de 1996) perdieron la titularidad domi-
nical que les había sido reconocida por la misma Audien-
cia Provincial de Logroño.

En segundo lugar, cabe igualmente constatar que la
Sala de lo Civil del Tribunal Supremo no menciona en
su Sentencia de 18 de septiembre de 1996 la existencia
de una Sentencia anterior con idéntico objeto (de 17
de septiembre) ni, lógicamente, justifica la divergencia
de criterio. Tampoco se puede identificar en la Sentencia
impugnada la razón por la que los distintos compradores
de una misma promoción inmobiliaria habían de ser tra-
tados de forma tan dispar. Esa falta de justificación bien
puede explicarse porque se trata de dos Sentencias deli-
beradas y votadas el mismo día, aunque integrada la
misma Sala de lo Civil por distintos Magistrados, y en
tales circunstancias no era fácil la justificación, expresa
o implícita, de la disparidad de criterios.

4. Es doctrina reiterada de este Tribunal que el dere-
cho a la tutela judicial efectiva supone el de obtener
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una decisión motivada sobre la pretensión deducida,
pero que el art. 24.1 CE no garantiza el acierto del órgano
judicial en cuanto a la solución del caso concreto. Tam-
bién se ha afirmado con reiteración que los errores paten-
tes o inexactitudes cometidos por los órganos judiciales
no deben producir efectos negativos en la esfera jurídica
del ciudadano (SSTC 172/1985, de 16 de diciembre,
190/1990, de 26 de noviembre, y 101/1992, de 25
de junio), a menos que aquéllos hubieran sido imputables
a la negligencia de la parte, pues, de ser así, se estaría
causando una lesión del derecho a la tutela judicial efec-
tiva (SSTC 190/1990, de 26 de noviembre, 107/1987,
de 25 de junio). Por ello este tipo de situaciones, al no
existir otro remedio jurisdiccional, han de ser corregidas
por este Tribunal a través de la vía de amparo, puesto
que dentro de este recurso tiene cabida la corrección
de «cualquier interpretación arbitraria o totalmente infun-
dada o que resulte de un error patente con relevancia
constitucional» (STC 55/1993, de 15 de febrero, FJ 2).

Ahora bien, en el presente caso no se trata de revisar
la interpretación y aplicación que de la legalidad ha
hecho el Tribunal Supremo en la Sentencia recurrida,
lo que no corresponde a este Tribunal, ni siquiera su
comparación con la hecha en la Sentencia que se aporta
como término de comparación, puesto que es posible
que ambas resoluciones en sí mismas consideradas sean
correctas. Tampoco se trata de corregir algún tipo de
error patente o de aplicar el canon de la arbitrariedad
o la manifiesta irrazonabilidad de las resoluciones judi-
ciales, ya que la Sentencia contra la que se dirige el
recurso de amparo es una resolución razonada, motivada
y debidamente fundada.

El contenido del derecho a la tutela judicial aquí en
cuestión se refiere al resultado finalmente producido,
pues, sean cuales fueran las razones orgánicas y fun-
cionales que lo puedan justificar, el mismo no puede
considerarse conforme con el derecho a obtener la tutela
judicial efectiva. En el presente caso es claro que un
mismo asunto litigioso, con independencia y más allá
de la concreta fundamentación jurídica de las diversas
Sentencias cuestionadas, ha recibido del mismo órgano
judicial, en sede casacional, dos respuestas diferentes
y aparentemente contradictorias, lo que supone un resul-
tado arbitrario en la medida en que los ciudadanos han
obtenido distintas respuestas sin que medie un razo-
namiento que así lo justifique.

Este Tribunal tiene declarado que la interdicción de
la arbitrariedad de los órganos (art. 9.3 CE) puede garan-
tizarse a través del derecho a la tutela judicial efectiva
contenido en el art. 24.1 CE (SSTC 91/1990, de 23
de mayo, FJ 2; 81/1995, de 5 de junio, FJ 4). El presente
caso es uno de ellos y, al no existir otro remedio juris-
diccional, el resultado arbitrario producido debe ser eli-
minado a través de la vía de amparo, para tutelar el
mencionado derecho fundamental y evitar así que ten-
gan que soportar una respuesta judicial diferente y no
justificada, aunque ello sea fruto de la inadvertencia por
el órgano judicial de que la solución ofrecida era distinta
respecto de la solución dada anteriormente a casos idén-
ticos o esencialmente similares.

5. A fin de restablecer a los demandantes en la ple-
nitud de su derecho basta con disponer la retroacción
de las actuaciones al momento inmediatamente anterior
al de dictar Sentencia, a fin de que por la propia Sala
se dicte, con plenitud jurisdiccional, nueva resolución
en el recurso de casación mediante la que se elimine
el resultado disconforme con el derecho fundamental
a la tutela judicial efectiva, de tal forma que la funda-
mentación de la nueva Sentencia explicite las razones
por las que se resuelve de modo diferente a como se
hizo en la de 17 de septiembre anterior, a menos que
decida de modo idéntico a esta última.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, en consecuencia:

1.o Reconocer el derecho de los demandantes a la
tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE).

2.o Anular la Sentencia de la Sala de lo Civil del
Tribunal Supremo de 18 de septiembre de 1996, dictada
en el recurso de casación núm. 2989/92.

3.o Retrotraer las actuaciones al momento inmedia-
tamente anterior al de dictar Sentencia, a fin de que
se dicte nueva resolución conforme con el contenido
declarado del derecho fundamental, en los términos reco-
gidos en el fundamento jurídico 5.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a dos de julio de dos mil uno.—Pedro
Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pa-
blo García Manzano.—Pablo Cachón Villar.—Fernando
Garrido Falla.—María Emilia Casas Baamonde.—Firmado
y rubricado.

14536 Sala Segunda. Sentencia 151/2001, de 2 de
julio de 2001. Recurso de amparo 1957/97.
Promovido por doña María del Rosario Argüe-
lles Torre frente al Auto de la Sala de lo Social
del Tribunal Supremo y la Sentencia del Tri-
bunal Superior de Justicia de Asturias que
desestimaron su demanda para rescindir su
contrato de trabajo.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva (intangibilidad): Sentencia que denie-
ga la rescisión de un contrato, por previo des-
pido, contradiciendo una previa Sentencia fir-
me que había declarado subsistente la rela-
ción laboral.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente, don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1957/97, promovido
por doña María del Rosario Argüelles Torre, representada
por el Procurador de los Tribunales don Eduardo Morales
Price y asistida por el Abogado don Emilio Colubi del
Rosal, contra Sentencias del Tribunal Superior de Justicia
de Asturias de fechas 23 de febrero de 1996 (prove-
niente de autos 738/95 del Juzgado de lo Social núm.
2 de Oviedo), y 13 de septiembre de 1996 (proveniente
de autos 35/96 del Juzgado de lo Social núm. 2 de
Oviedo); así como contra Auto de la Sala de lo Social
del Tribunal Supremo dictado en recurso de casación
para unificación de doctrina el 20 de marzo de 1997.
Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el


